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introducción

La Doctrina Social de la Iglesia (DSI) ofrece no solo a los 
católicos, sino a todos los “hombres de buena voluntad”, una 
visión de la sociedad y directrices de acción para vivir una 
vida buena. Dicho de otro modo, nos guía para alcanzar nues-
tro fin último que no es otro que la felicidad, cuya plenitud, 
hay que recordarlo, no se encuentra en esta vida, sino en la 
visión cara a cara con Dios. Esto no implica, sin embargo, 
olvidar o descuidar nuestra vida terrena, como lo señala el 
número 42 de la Gaudium et spes. Por el contrario, desde 
León XIII, quien “inaugura” la DSI, se viene sistemáticamente 
pronunciándose y/o denunciando los peligros y amenazas a la 
dignidad humana y a la vez ofreciendo directrices de acción, 
de modo tal que la sociedad sea un reflejo del Evangelio. Es 
decir, viene anunciando la “buena nueva” del Evangelio y en 
virtud de ello, llamando a los cristianos a refractar el Evange-
lio en las estructuras políticas, sociales, económicas, cultura-
les, etc., porque la DSI es parte de la evangelización, como lo 
señala Juan Pablo II. 
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A través de su magisterio social, la Iglesia católica invita a 
los laicos a participar activamente en la sociedad y/o vida pú-
blica. Así lo confirma Benedicto XVI: “Es importante notar lo 
que los Padres sinodales han denominado coherencia euca-
rística, a la cual está llamada objetivamente nuestra vida. En 
efecto, el culto agradable a Dios nunca es un acto meramente 
privado, sin consecuencias en nuestras relaciones sociales: al 
contrario, exige el testimonio público de la propia fe. Obvia-
mente, esto vale para todos los bautizados, pero tiene una 
importancia particular para quienes, por la posición social o 
política que ocupan, han de tomar decisiones sobre valores 
fundamentales, como el respeto y la defensa de la vida hu-
mana, desde su concepción hasta su fin natural, la familia 
fundada en el matrimonio entre hombre y mujer, la libertad 
de educación de los hijos y la promoción del bien común en 
todas sus formas. Estos valores no son negociables. Así pues, 
los políticos y los legisladores católicos, conscientes de su 
grave responsabilidad social, deben sentirse particularmente 
interpelados por su conciencia, rectamente formada, para pre-
sentar y apoyar leyes inspiradas en los valores fundados en la 
naturaleza humana” (Benedicto XVI, exhortación postsinodal 
Sacramentum caritatis, 22 de febrero 2007). Estos valores 
“no negociables”, que un cristiano debe tener siempre presen-
te a la hora de participar en la vida pública, y en especial los 
políticos y gobernantes católicos, son los que están en juego 
el 4 de septiembre en el llamado plebiscito de salida. A mayor 
abundancia, el Papa Benedicto XVI dirigiéndose a los obispos 
argentinos en visita ad limina, insiste en la importancia de es-
tos valores: “Los católicos deberán destacar entre sus conciu-
dadanos por el cumplimiento ejemplar de sus deberes cívicos, 
así como por el ejercicio de las virtudes humanas y cristianas 
que contribuyen a mejorar las relaciones personales, sociales 
y laborales. Su compromiso los llevará también a promover de 

«Valores “no 
negociables”, que un 
cristiano debe tener 
siempre presente a la 
hora de participar en 
la vida pública».
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modo especial aquellos valores que son esenciales al bien co-
mún de la sociedad, como la paz, la justicia, la solidaridad, el 
bien de la familia fundada sobre el matrimonio entre un hom-
bre y una mujer, la tutela de la vida humana desde la concep-
ción hasta su muerte natural, y el derecho y obligación de los 
padres a educar a sus hijos según sus convicciones morales 
y religiosas”. Teniendo estos principios “no negociables” y la 
larga tradición de la DSI como telón de fondo analizaremos el 
bien común, el Estado y la subsidiariedad en el proyecto de 
nueva Constitución. 

bien común

1. Bien común en la DSI
No existe una encíclica sobre el bien común, sin embargo, es 
uno de los principios fundamentales de la DSI, habida cuenta 
de que “es garantía del bien personal, familiar y asociativo” 
(Compendio 61). Como sabemos, la DSI posee principios 
rectores permanentes, como la dignidad de la persona huma-
na, la subsidiariedad y la solidaridad, los cuales se articulan y 
encuentran su sentido en la medida que están orientados al 
Bien Común. 

Desde León XIII en adelante, la DSI ha venido ocupándose 
sistemáticamente del bien común. En el Concilio Vaticano II 
se lo define como “el conjunto de condiciones de la vida so-
cial que hacen posible a las asociaciones y a cada uno de sus 
miembros el logro más pleno y más fácil de la propia perfec-
ción” (Gaudium et Spes 26)2. Esta última frase, afirma implí-
citamente que el bien común es primeramente un bien moral, 
pues la perfección humana, es primeramente una perfección 
espiritual. La definición citada se ubica en la perspectiva de la 
clásica definición de bien común de Tomás de Aquino: “la vida 
buena de la multitud” (Tratado del Reino). 

El bien común brota de la dignidad de la persona humana, 
y requiere que en el centro de toda acción social se coloque a 

2	 cf. Catecismo de la 

Iglesia Católica, 1905-

1912; Juan XXIII, Carta enc. 

Mater et magistra: AAS 53 

(1961) 417-421; Id., Carta 

enc. Pacem in terris: AAS 

55 (1963) 272-273; Pablo 

VI, Carta ap. Octogesima 

adveniens, 46: AAS 63 (1971) 

433-435.

«La DSI ha venido 
ocupándose 
sistemáticamente del 
bien común».



La propuesta de nueva constitución a la luz de la DSI Estado, bien común y subsidiaridad 

5 / 17

la persona y su desarrollo pleno e íntegro, sin descuidar nin-
guna de sus dimensiones. Esto implica que cada uno de los 
miembros de la sociedad salga de sí mismo, para comprender 
que el bien de “toda la multitud” no puede ni hallarse solita-
riamente, ni gozarse en plenitud si el otro no lo posee. De la 
búsqueda de este bien todos somos responsables dentro de 
la sociedad y debemos buscarlo a partir de nuestras capaci-
dades y condiciones concretas de vida, esto implica muchas 
veces tener que renunciar al interés propio: “El bien común 
corresponde a las inclinaciones más elevadas del hombre, 
pero es un bien arduo de alcanzar, porque exige la capacidad 
y la búsqueda constante del bien de los demás como si fuese 
el bien propio” (CDSI, 167). Al igual como es tarea de todos, 
también el bien común es patrimonio de todos los hombres, 
pues “todos tienen también derecho a gozar de las condicio-
nes de vida social que resultan de la búsqueda del bien co-
mún” (CDSI 167).

Una de las condiciones para la adecuada aplicación del 
bien común es la presencia “de un sano pluralismo social. 
Las diversas sociedades están llamadas a constituir un tejido 
unitario y armónico, en cuyo seno sea posible a cada una con-
servar y desarrollar su propia fisonomía y autonomía” (CDSI, 
151). En este contexto, él “no consiste en la simple suma de 
los bienes particulares de cada sujeto del cuerpo social. Sien-
do de todos y de cada uno es y permanece común, porque 
es indivisible y porque sólo juntos es posible alcanzarlo, acre-
centarlo y custodiarlo, también en vistas al futuro. Como el 
actuar moral del individuo se realiza en el cumplimiento del 
bien, así el actuar social alcanza su plenitud en la realización 
del bien común. El bien común se puede considerar como la 
dimensión social y comunitaria del bien moral” (CDSI).

En síntesis, el bien común es la vida buena de las perso-
nas, y en consecuencia es, como ya hemos dicho, en primer 
lugar, un bien moral y espiritual, luego material. “El bien 
común de la sociedad no es un fin autárquico; tiene valor sólo 

«Requiere que en el 
centro de toda acción 
social se coloque 
a la persona y su 
desarrollo pleno e 
íntegro».

«Debemos buscarlo 
a partir de nuestras 
capacidades y 
condiciones concretas 
de vida».

«El actuar social 
alcanza su plenitud 
en la realización del 
bien común».
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con relación al logro de los fines últimos de la persona y al 
bien común de toda la creación. Dios es el fin último de sus 
criaturas y por ningún motivo puede privarse al bien común 
de su dimensión trascendente, que excede y, al mismo tiem-
po, da cumplimiento a la dimensión histórica (…). Una visión 
puramente histórica y materialista terminaría por transformar 
el bien común en un simple bienestar socioeconómico, ca-
rente de finalidad trascendente, es decir, de su más profunda 
razón de ser.” (CDSI, 170).

En virtud de lo expuesto, es fácil advertir que alcanzar el 
bien común es difícil. En este contexto, todos los miembros 
de la sociedad están llamados a contribuir a su consecución. 
No solo los gobernantes, los políticos o los empresarios, sino 
todos y cada uno de los miembros de la sociedad deben 
aportar desde sus propias realidades. Si todos cooperan a su 
prosecución, todos tienen derecho a gozar de los bienes que 
de él emanan, como lo enseñaba Pío XI: “es necesario que la 
partición de los bienes creados se revoque y se ajuste a las 
normas del bien común o de la justicia social, pues cualquier 
persona sensata ve cuán gravísimo trastorno acarrea consigo 
esta enorme diferencia actual entre unos pocos cargados de 
fabulosas riquezas y la incontable multitud de los necesita-
dos” (Quadragesimo anno, 58). 

A la luz de la DSI podemos afirmar que lo que busca el 
bien común es crear las condiciones morales, espirituales y 
materiales para que cada persona pueda vivir rectamente, es 
decir, y desplegar todas sus potencialidades. Dicho de otro 
modo, llevar una vida buena. La plenitud que se busca es la de 
la persona, “unión substancial de cuerpo y alma” (Aristóteles), 
en consecuencia, lo primordial es generar las condiciones ne-
cesarias para que cada persona alcance su fin último, que no 
es otro que la felicidad. Felicidad que podemos definir sucin-
tamente, siguiendo a San Agustín y Tomás de Aquino como la 
reunión de todos los bienes, capaces de saciar la voluntad.

«Todos los miembros 
de la sociedad están 
llamados a contribuir 
a su consecución».
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2. El bien común en el proyecto de Constitución
La expresión “bien común” es utilizada solo en tres oportuni-
dades y en muy diferentes contextos. Llama la atención, este 
aspecto, dada la importancia de este bien, eje articulador, fin 
y tarea de toda la sociedad. Contrasta notablemente con el 
vocablo “Estado” el cual es mencionado en 310 ocasiones3.

Aludiendo al deber del Estado de educar señala en el 
artículo 35: “Sus fines son la construcción del bien común, 
la justicia social, el respeto de los derechos humanos y de 
la naturaleza, la conciencia ecológica, la convivencia de-
mocrática entre los pueblos, la prevención de la violencia y 
discriminación, así como la adquisición de conocimientos, el 
pensamiento crítico, la capacidad creadora y el desarrollo 
integral de las personas, considerando sus dimensiones cog-
nitiva, física, social y emocional”. Como se puede advertir, 
este artículo pone al mismo nivel una serie de “valores” del 
bien común, lo cual implica negarle la calidad de fin al cual se 
ordenan los demás.  

Más adelante en el artículo 52 postula: “El derecho a la 
ciudad y al territorio es un derecho colectivo orientado al 
bien común y se basa en el ejercicio pleno de los derechos 
humanos en el territorio, en su gestión democrática y en la 
función social y ecológica de la propiedad”. Acá se le otorga 
al bien común su calidad de fin ordenador de algo tan espurio 
como el derecho a la ciudad y al territorio. 

Por último, en el artículo 170, referido a la corrupción 
se lee: “La corrupción es contraria al bien común y aten-
ta contra el sistema democrático”. Algo que es de sentido 
común es elevado a la categoría de artículo.

En ninguno de los tres artículos se esboza siquiera una 
idea de lo que es realmente el bien común y cuáles son sus 
implicancias prácticas. 

3	 Posiblemente podríamos 

haber contado mal.

«Se le otorga al bien 
común su calidad de 
fin ordenador».

«En ninguno de 
los tres artículos 
se esboza siquiera 
una idea de lo que 
es realmente el bien 
común».
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Balance
Como señalamos más arriba, no es posible determinar a partir 
de los artículos de la Constitución como esta lo entiende y 
cuáles son sus implicancias, sin embargo, al tenor de la lectu-
ra del texto, es posible colegir que tanto la DSI como el texto 
constitucional lo entienden de diversa manera. En el marco 
de la DSI es, como ya hemos señalado, primeramente un bien 
moral, que concierne a la vida buena de las personas, y si bien 
el Estado es su agente y garante, los ciudadanos juegan un 
rol clave en la determinación de este bien. Claramente en el 
proyecto constitucional el bien común no juega un rol arti-
culador de las grandes políticas públicas del Estado y en el 
mejor de los casos se lo reduce a la construcción de colegios 
(donde se concienticen a los escolares), hospitales (donde se 
realicen abortos “higiénicos”), carreteras, etc. En esta lógica, si 
los chilenos tienen suficientes medios económicos y/o mate-
riales, el bien común se habría alcanzado. 

subsidiariedad

1. La subsidiariedad en la DSI
Entre los principios básicos de la DSI, junto al bien común y 
a la solidaridad, se encuentra el principio de subsidiariedad 
el cual Pío XI llamó un principio de “filosofía social”, pues allí 
donde el principio de subsidiariedad no determina la estruc-
tura de la sociedad, se pone en peligro la dignidad humana, 
y la sociedad corre el peligro de convertirse en totalitaria. En 
este contexto, constituye un principio democrático, contra las 
pretensiones totalitarias.

El principio de subsidiariedad es un principio auténtica-
mente “católico”4, que encuentra su formulación clásica en 
Quadragesimo anno, N° 79: “pues aun siendo verdad, y la 
historia lo demuestra claramente, que, por el cambio operado 
en las condiciones sociales, muchas cosas que en otros tiem-
pos podían realizar incluso las asociaciones pequeñas, hoy son 

4	 Como es sabido, 

el creador del concepto 

propiamente tal habría 

sido el sacerdote jesuita 

Gustav Gundlach, discípulo 

de Heinrich Pesch, también 

sacerdote jesuita y padre del 

“solidarismo”.

«Los ciudadanos 
juegan un rol clave en 
la determinación de 
este bien».

«El principio de 
subsidiariedad 
es un principio 
auténticamente 
“católico”».
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posibles sólo a las grandes corporaciones, sigue, no obstante, 
en pie y firme en la filosofía social aquel gravísimo principio 
inamovible e inmutable: como no se puede quitar a los indivi-
duos y dar a la comunidad lo que ellos pueden realizar con su 
propio esfuerzo e industria, así tampoco es justo, constituyen-
do un grave perjuicio y perturbación del recto orden, quitar 
a las comunidades menores e inferiores lo que ellas pueden 
hacer y proporcionar y dárselo a una sociedad mayor y más 
elevada, ya que toda acción de la sociedad, por su propia 
fuerza y naturaleza, debe prestar ayuda a los miembros del 
cuerpo social, pero no destruirlos y absorberlos”. Sin embar-
go, el mismo Pío XI había enunciado algunos aspectos ante-
riormente en Divini illius magistri (1929): “Doble es, pues, la 
función de la autoridad civil que reside en el Estado: proteger 
y promover, pero de manera alguna absorber o suplantar a la 
familia y a los individuos”. Del mismo modo, se encuentra pre-
anunciado en la rerum novarum: “no es justo, según hemos 
dicho, que ni el individuo ni la familia sean absorbidos por 
el Estado; lo justo es dejar a cada uno la facultad de obrar 
con libertad hasta donde sea posible, sin daño del bien 
común y sin injuria de nadie” (26). Podemos, sin embargo, 
rastrear sus raíces hasta Monseñor Von Ketteler. El sacerdote 
jesuita Nell Breuning lo define como una “ley estructural de 
la sociedad”, es un principio que regula prudencialmente la 
relación del Estado con los particulares, o si se quiere marca 
los límites de acción de uno y otro. En este sentido, Pío XI lo 
consideraba un «gravissimun principium», y lo esgrime contra 
de los Estados totalitarios y por anticipación contra Estado 
guardián o mínimo

Etimológicamente es un concepto que proviene del len-
guaje militar, en latín “subsidium ferre” y significa prestar 
ayuda, o “ayuda de los puestos de reserva”. Alude a los pues-
tos de reserva, tras la primera línea. 
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2. La subsidiariedad en el proyecto constitucional
Al igual que en la Constitución vigente de 1980, el concepto 
como tal no está expresis verbis mencionado, sin embargo, 
implícitamente está contenido en algunas áreas, como la 
económica, aunque de modo mucho menor que en la Cons-
titución del 80, la cual alude al principio de subsidiariedad 
acentuando su aspecto “negativo”, es decir, obliga al Estado 
a abstenerse de intervenir en la actividad económica y social, 
y deja prácticamente todo en manos de los privados. En el 
proyecto que comentamos, nos parece que se acentúa el as-
pecto “positivo”, es decir, el Estado está obligado a intervenir 
en muchas áreas de modo exagerado, como en la educación o 
en el ámbito de la familia, aunque declare lo contrario. En el 
ámbito económico hay una zona gris compleja. Resulta pa-
radójico que en un área donde debería estar prudentemente 
presente dada la complejidad y el grado de conflicto, como en 
el ámbito laboral, más específicamente la huelga o la negocia-
ción colectiva, lo exima de responsabilidad. Citamos in exten-
so el artículo: Artículo 47 
“1. Las trabajadoras y los trabajadores, tanto del sector 

público como del privado, tienen derecho a la libertad 
sindical. Este comprende el derecho a la sindicalización, 
a la negociación colectiva y a la huelga. 

2. Las organizaciones sindicales son titulares exclusivas 
del derecho a la negociación colectiva, en tanto únicas 
representantes de trabajadoras y trabajadores ante el o 
los empleadores. 

3. El derecho de sindicalización comprende la facultad 
de constituir las organizaciones sindicales que estimen 
conveniente, en cualquier nivel, de carácter nacional e 
internacional, de afiliarse y desafiliarse de ellas, de dar-
se su propia normativa, de trazar sus propios fines y de 
realizar su actividad sin intervención de terceros. 

«El Estado está 
obligado a intervenir 
en muchas áreas de 
modo exagerado».
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4. Las organizaciones sindicales gozan de personalidad 
jurídica por el solo hecho de registrar sus estatutos en 
la forma que señale la ley. 

5. Se asegura el derecho a la negociación colectiva. Co-
rresponde a las trabajadoras y los trabajadores elegir 
el nivel en que se desarrollará dicha negociación, in-
cluyendo la negociación ramal, sectorial y territorial. 
Las únicas limitaciones a las materias susceptibles de 
negociación serán aquellas concernientes a los mínimos 
irrenunciables fijados por la ley a favor de trabajadoras 
y trabajadores. 

6. La Constitución garantiza el derecho a huelga de tra-
bajadoras, trabajadores y organizaciones sindicales. Las 
organizaciones sindicales decidirán el ámbito CAPÍTULO 
II – DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS 21 de 
intereses que se defenderán a través de ella, los que no 
podrán ser limitados por la ley. 

7. La ley no podrá prohibir la huelga. Solo podrá limitarla 
excepcionalmente con el fin de atender servicios esen-
ciales cuya paralización pueda afectar la vida, salud o 
seguridad de la población. 

8. No podrán sindicalizarse ni ejercer el derecho a la huel-
ga quienes integren las policías y las Fuerzas Armadas.
Como se advierte, no se alude a una eventual presencia 
del Estado, por ejemplo, como árbitro en la resolución de 
conflictos, propios de la a menudo compleja relación entre 
trabajadores y empresarios. El Artículo 48, por su parte, 
complejiza más la situación al decretar que “Las trabaja-
doras y los trabajadores, a través de sus organizaciones 
sindicales, tienen el derecho a participar en las deci-
siones de la empresa. La ley regulará los mecanismos 
por medio de los cuales se ejercerá este derecho”. 
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Balance
El Estado a la luz de la DSI es el Estado social, el cual, por 
definición, es subsidiario y solidario a la vez. Subsidiariedad y 
solidaridad no se pueden separar, solo distinguir. De esta ma-
nera, la discusión en nuestro país acerca de si la nueva Consti-
tución debe ser solidaria o subsidiaria, es un falso dilema. El rol 
que se le asigna al Estado, como veremos a continuación, se 
ubica en la perspectiva de un Estado Bienestar, no subsidiario. 

estado

1. El Estado en la DSI
La DSI no le ha dedicado una encíclica específica o exhortación 
al Estado, sin embargo, está presente desde la primera encí-
clica, la rerum novarum de 1891 y ha seguido estando presen-
te en las reflexiones papales hasta nuestros días con el Papa 
Francisco. Según los pontífices, el Estado tiene la noble misión 
de “reconocer, regular y promover en la vida nacional las activi-
dades y las iniciativas privadas de los individuos; dirigir conve-
nientemente estas actividades al bien común, el cual no puede 
quedar determinado por el capricho de nadie ni por la exclusiva 
prosperidad temporal de la sociedad civil, sino que debe ser 
definido de acuerdo con la perfección natural del hombre, a 
la cual está destinado el Estado por el Creador como medio y 
como garantía” (Pío XII, Summi pontificatus, 45). 

El Estado tiene el rol principal de ser el agente y promotor 
del bien común, y en consecuencia, no puede el mismo obrar 
de modo totalitario: “El que considera el Estado como fin al 
que hay que dirigirlo todo y al que hay que subordinarlo 
todo, no puede dejar de dañar y de impedir la auténtica y 
estable prosperidad de las naciones. Esto sucede lo mismo 
en el supuesto de que esta soberanía ilimitada se atribuya 
al Estado como mandatario de la nación, del pueblo o de 
una clase social, que en el supuesto de que el Estado se 

«Subsidiariedad y 
solidaridad no se 
pueden separar».

«El Estado tiene el 
rol principal de ser el 
agente y promotor del 
bien común».
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apropie por sí mismo esa soberanía, como dueño absoluto 
y totalmente independiente” (Pío XII, Summi pontificatus, 
46). A mayor abundamiento agrega: “la concepción que 
atribuye al Estado un poder casi infinito, no sólo es, vene-
rables hermanos, un error pernicioso para la vida interna de 
las naciones y para el logro armónico de una prosperidad 
creciente, sino que es además dañosa para las mutuas rela-
ciones internacionales, porque rompe la unidad que vincula 
entre sí a todos los Estados, despoja al derecho de gentes 
de todo firme valor, abre camino a la violación de los dere-
chos ajenos y hace muy difícil la inteligencia y la conviven-
cia pacífica” (Idem, 53).

En síntesis, la DSI ve en el Estado el agente y promotor 
del bien común, al servicio de las personas, en consecuen-
cia, no es neutro moralmente. Por el contrario, en cuanto es 
agente y garante del bien común debe respetar y promover 
todos aquellos derechos anteriores a él, como el derecho a la 
vida o a la integridad física y espiritual. “La responsabilidad 
de edificar el bien común compete, además de las personas 
particulares, también al Estado, porque el bien común es la 
razón de ser de la autoridad política. El Estado, en efecto, 
debe garantizar cohesión, unidad y organización a la sociedad 
civil de la que es expresión,356 de modo que se pueda lograr 
el bien común con la contribución de todos los ciudadanos” 
(CDSI, 168).

2. El Estado en el proyecto de Constitución
El vocablo Estado aparece 310 veces en el texto constitucio-
nal5. Obviamente es imposible reproducir todos los artículos 
en donde se le menciona, pues, sin lugar a duda, es uno de 
los conceptos más iterados. Aparece generalmente solo y a 
veces adjetivado en expresiones como “Estado social” (art. 1 y 
227), “Estado regional” (art. 191,201,384, disposiciones tran-
sitorias), “Estado (es) laico” (art. 9), “Estado (es) plurilingüe” 
(Art. 12). Como ya hemos señalado, no se le otorga el rol de 

5	 En la Constitución 
vigente, el concepto se 
menciona poco más de 150 
(la Constitución contiene 
129 artículos).  
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agente y promotor del bien común, sin embargo, se le asig-
nan gran cantidad de deberes, expresada con fórmulas como: 
“es deber del Estado” (30 veces), “son obligaciones del Esta-
do prevenir” (una vez), “el Estado garantiza” (32 veces), “el 
Estado promueve” (6 veces), “el Estado asegura” (10 veces), 
“Es deber del Estado otorgar” (una vez); “Es deber del Estado 
generar las condiciones necesarias …”.

Quizá el artículo 1°, 3 resume las amplias labores enco-
mendadas al Estado: “La protección y garantía de los dere-
chos humanos individuales y colectivos son el fundamento 
del Estado y orientan toda su actividad. Es deber del Esta-
do generar las condiciones necesarias y proveer los bienes 
y servicios para asegurar el igual goce de los derechos y la 
integración de las personas en la vida política, económica, 
social y cultural para su pleno desarrollo”.

A juzgar por lo acá expuesto, no es necesario ahondar 
mucho en la lectura del texto, para advertir dicha omnipre-
sencia bajo la fórmula de un Estado social, como lo consagra 
el primer artículo, en su inciso 1: “Chile es un Estado social 
y democrático de derecho. Es plurinacional, intercultural, 
regional y ecológico”6. Esta omnipresencia estatal en todos 
los ámbitos de la vida de los chilenos excede con creces los 
límites propios del principio de subsidiariedad, ubicándose, 
más bien, en la línea del Estado bienestar, por ejemplo, cuan-
do se inmiscuye en ámbitos de la vida privada, como la familia 
o algo tan íntimo como la vida sexual, como lo establece el 
artículo 61 que prescribe el derecho al placer sexual. 

Balance
Es una constatación de sentido común admitir que los hom-
bres necesitamos de una autoridad que coordine las diferen-
tes actividades de la vida social, económica y política, ten-
dientes al bien común y que esa autoridad, que por lo demás, 
posee el monopolio de la fuerza es el Estado. “En todas las 
cosas que se enderezan a algún fin y en que se suele obrar 

6	 Este artículo es 
similar al Artículo 20.1 
de la República Federal 
Alemana que lo define 
como “un Estado Federal 
democrático y social”. 
Si analizamos el resto 
del articulado de las dos 
Constituciones no implican 
lo mismo. 
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por diferentes modos, es necesario alguno que guíe a aque-
llo que se pretende (Tomás de Aquino, Tratado del Reino, 
Cap. I). Su presencia no está en duda, lo que se debe deli-
mitar es su participación en la sociedad. Para la DSI tiene un 
rol subsidiario, como ya hemos expresado. “Esta acción del 
Estado, que fomenta, estimula, ordena, suple y completa, está 
fundamentada en el principio de la función subsidiaria” (Ma-
ter et Magistra, 53). En el proyecto que analizamos, asume 
una participación desmedida e impropia, por ejemplo, cuando 
intenta regular la vida de las familias (autonomía progresiva). 
Es un Estado omnipresente con un rol hipertrofiado. Se le 
carga, si se me permite la expresión, con una mochila muy 
pesada y que contiene materias que no son propias de su rol. 
Esto en ningún caso debe entenderse como si el Estado se 
abstenga de participar en la vida social, al contrario, como lo 
plantea Juan XXIII, él “nunca puede eximirse de la responsabi-
lidad que le incumbe de mejorar con todo empeño las condi-
ciones de vida de los trabajadores” (Mater et magistra, 20).

El Estado en el proyecto constitucional, adquiere carac-
terísticas de un Leviathan (en el sentido de Hobbes), pues 
se le otorga un poder más allá de lo prudente, que linda en 
el peligro de caer en el totalitarismo, si se hiciera mal uso de 
su poder. Por último, la lectura del proyecto nos recuerda la 
famosa frase de Benito Mussolini: “Todo dentro del Estado, 
nada fuera del Estado, nada contra el Estado”. 

«El Estado 
en el proyecto 
constitucional, 
adquiere 
características de un 
Leviathan».
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«Han de tomar decisiones 
sobre valores fundamentales, 

como el respeto y la defensa 
de la vida humana, desde 

su concepción hasta su fin 
natural, la familia fundada en 
el matrimonio entre hombre y 
mujer, la libertad de educación 

de los hijos y la promoción 
del bien común en todas sus 
formas. Estos valores no son 

negociables».
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